
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

Ciudad de México, 9 de junio de 2026 

Los cuidados y las finanzas públicas. El ciclo de vida fiscal: 

Atención desarticulada y financiamiento desigual 
 

El Centro de Investigación Económica y Presupuestaria (CIEP) presenta su nuevo reporte titulado 

Los cuidados y las finanzas públicas. El ciclo de vida fiscal. Esta publicación analiza la relación entre 

el sistema fiscal mexicano y la organización social del cuidado, a lo largo del ciclo de vida, con el 

objetivo de reconocer, redistribuir, remunerar, reducir y representar los cuidados.  

 

El análisis evidencia que el sistema fiscal no es neutral al género ni al ciclo de vida; y expone cómo 

las decisiones presupuestarias influyen en quién cuida y quién recibe atención. Ante un 

financiamiento desarticulado, el CIEP destaca la importancia de transitar hacia una estrategia 

institucional y fiscal integral que garantice recursos sostenibles y haga efectivo el derecho al 

cuidado. 

 

Los cuidados sostienen la vida y el sistema económico 

 

Cuidar permite que la vida cotidiana funcione: preparar alimentos, acompañar a una persona 

enferma, vigilar y dar apoyo a niñas y niños, atender a personas mayores o gestionar las 

necesidades del hogar son tareas indispensables para el bienestar social y económico. Aunque 

todas las personas necesitamos cuidados en algún momento, este trabajo suele permanecer 

invisible y recaer principalmente en las mujeres. Reconocer los cuidados como un derecho implica 

dejar de verlos como una responsabilidad privada de las familias y asumirlos como una tarea 

compartida entre el Estado, el mercado, la comunidad y los hogares. Una sociedad que cuida mejor 

también amplía la autonomía, el tiempo y las oportunidades de quienes cuidan y de quienes reciben 

cuidados. 

 

El Estado debería articular quién cuida, quién recibe cuidados y cómo se distribuyen los costos 

 

El cuidado también se decide desde las finanzas públicas. La forma en que el Estado recauda gasta 

y se endeuda influye en quién cuida, quién recibe cuidados y cómo se distribuyen los costos y 

responsabilidades entre hogares, empresas, comunidad y gobierno. Aunque existen avances 

presupuestarios, normativos e institucionales, todavía hace falta una política fiscal capaz de 

financiar y reorganizar el cuidado, así como de reducir la carga que hoy asumen principalmente las 

mujeres. Invertir en servicios, infraestructura, apoyos y empleo digno en el sector de cuidados no 

solo mejora el bienestar de las personas, también libera tiempo, amplía derechos y fortalece un 

sistema fiscal que sea funcional para las generaciones presentes y futuras. 

 

Todas las personas participan en el sistema fiscal 

 

El sistema fiscal mexicano no es neutral al género ni al ciclo de vida. Niñas, niños, jóvenes, personas 

adultas y personas mayores contribuyen de manera distinta al financiamiento público, ya sea 

mediante consumo, ingresos laborales, pensiones gravables o rendimientos, entre otros. La mayor 

aportación se concentra en la población de entre 30 y 59 años, justo en la etapa donde también 

recaen muchas de las responsabilidades económicas y de cuidado dentro de los hogares. Esta 

evidencia permite mirar los cuidados no solo como una necesidad social, sino como una pieza clave 

para sostener la participación laboral, la generación de ingresos e incluso la recaudación futura. 



 

 

 

Primera infancia (0-5 años). Mayor dependencia menos gasto público.  

Gasto per cápita: $3,134 

 

Las niñas y niños de 0 a 5 años atraviesan la etapa de mayor dependencia y necesidad de cuidados 

dentro del ciclo de vida. Gran parte de estos cuidados continúa realizándose dentro de los hogares, 

especialmente por las mujeres, debido a la limitada cobertura de servicios de educación inicial y 

cuidado infantil. Además de la atención cotidiana, las familias enfrentan desafíos relacionados con 

la salud, la nutrición y el acceso a servicios básicos como el agua. Aunque existen programas 

públicos orientados a la primera infancia, todavía es necesario fortalecer una red de cuidados que 

permita acompañar el desarrollo temprano y reducir las cargas que hoy recaen principalmente en 

las familias. 

 

Niñez media (6-12 años). Menos necesidad de cuidados; más transferencias sin redistribución en 

cuidados.  

Gasto per cápita: $6,235 

 

Durante la niñez media, la escuela se convierte en un espacio central para el aprendizaje y el 

desarrollo, pero los cuidados siguen siendo indispensables. Los hogares continúan asumiendo 

responsabilidades relacionadas con los traslados, la supervisión escolar, el acompañamiento 

emocional y la atención de necesidades de salud. A pesar de que la mayoría de las niñas y niños 

asiste a la escuela, persisten barreras asociadas con la discapacidad, las condiciones económicas y 

las desigualdades territoriales. Garantizar servicios educativos, infraestructura y entornos seguros 

es fundamental para que el cuidado no dependa exclusivamente de los recursos y capacidades de 

cada hogar. 

 

Adolescentes (13-17 años). Necesidad de acompañamiento, más gasto y retos.  

Gasto per cápita: $14,876 

 

Las y los adolescentes de entre 13 y 17 años requieren cuidados que les permitan continuar 

estudiando, cuidar su salud, desplazarse de forma segura y construir autonomías. Al mismo tiempo, 

este grupo participa cada vez más en las tareas de cuidado dentro de los hogares, al apoyar en el 

cuidado de personas menores, mayores o con dependencia cuando los servicios públicos y las redes 

institucionales son insuficientes. En este contexto, las desigualdades en educación, salud, 

movilidad y conectividad no solo limitan sus oportunidades de desarrollo, sino que también pueden 

aumentar las responsabilidades de cuidado que asumen desde edades tempranas. Reconocer a las 

adolescencias como personas que reciben y también proveen cuidados es fundamental para 

construir políticas públicas que favorezcan una transición más equitativa hacia la vida adulta. 

 

Personas jóvenes (18-29 años). Doble carga de cuidados y baja inversión para la independencia.  

Gasto per cápita: $6,208 

 

Las personas de entre 18 y 29 años dedican, en promedio, 56 horas a la semana al cuidado, más 

tiempo que cualquier otro grupo de edad. Esta situación ocurre en una etapa marcada por la 

búsqueda de empleo, la continuidad educativa y los esfuerzos por independizarse, en un contexto 

donde la vivienda es cada vez más costosa, los tiempos de traslado son elevados y las condiciones 

laborales suelen ser precarias. Aunque existen programas públicos que apoyan indirectamente a 

este grupo mediante programas de educación, salud, vivienda, movilidad y servicios básicos, aún 

hace falta una estrategia integral que reconozca que, reducir los costos de vivir, trasladarse y 

acceder a una vivienda, también es una forma de cuidar.  



 

 

 

Personas adultas (30-59 años). Más personas que cuidan y sostienen el sistema fiscal con el 

menor gasto per cápita.  

Gasto per cápita: $2,256 

 

Las personas adultas de 30 a 59 años representan cerca de 38.6% de la población nacional y 

continuará creciendo en las próximas décadas. Esta etapa de la vida concentra simultáneamente la 

mayor participación laboral, son los principales contribuyentes y uno de los grupos etarios con 

mayor carga de cuidados dentro de los hogares. Cuando una persona adulta cuida a sus hijos, a sus 

padres o a un familiar dependiente, también está contribuyendo al bienestar colectivo y al 

desarrollo del país. La falta de servicios de cuidado accesibles, infraestructura adecuada y 

mecanismos de apoyo obliga a la población a resolver estas necesidades por cuenta propia y de 

manera privada, destinando tiempo, recursos y bienestar personal. El gasto público dirigido a 

apoyar sus necesidades de cuidado continúa siendo limitado frente a la magnitud de las 

responsabilidades que asumen. Resulta necesario fortalecer las políticas públicas que faciliten la 

conciliación entre trabajo y cuidado, mejorar el acceso a servicios e infraestructura y reconocer el 

valor de las personas que sostienen diariamente el bienestar de múltiples generaciones. 

 

Personas adultas mayores (60 y más). Mayor gasto en pensiones y poco gasto en cuidados de 

largo plazo.  

Gasto per cápita: $10,020 

 

Las personas adultas mayores en México son 17.8 millones y serán el doble para 2050; sin embargo, 

el país no ha constituido un sistema de cuidados a la altura de esa realidad. Quienes más lo 

necesitan son personas con discapacidad, dependencia funcional, sin seguridad social ni recursos 

propios, son precisamente quienes menos acceso tienen a los servicios disponibles. El cuidado que 

el Estado no provee lo absorben las familias, y dentro de las familias, principalmente las mujeres. 

Siete de cada diez personas que cuidan a un adulto mayor en el hogar son mujeres, con frecuencia 

sin remuneración, sin descanso y sin red de apoyo. El gasto público destinado a este grupo existe, 

pero opera fragmentado entre pensiones, subsidios y hospitales. Lo que falta no es solo más 

presupuesto, sino un sistema de largo plazo con presencia en todo el territorio, que deje de tratar 

el envejecimiento como un problema familiar y lo reconozca como una responsabilidad colectiva. 

  

Financiamiento desarticulado para cuidados a lo largo de la vida 

 

México necesita pasar de una visión fragmentada del cuidado a una estrategia institucional y fiscal 

integral. Un sistema nacional de cuidados requiere el fortalecimiento de los ingresos permanentes, 

instrumentos financieros sostenibles, un gasto público suficiente, la coordinación entre niveles de 

gobierno y mecanismos de evaluación que permitan conocer si los recursos reducen desigualdades 

y amplían la autonomía de las personas. El Anexo 31 ayuda a visibilizar el presupuesto vinculado 

con cuidados, pero no sustituye la constitución de un sistema nacional de cuidados. Para que el 

derecho al cuidado sea efectivo, se requiere una arquitectura institucional y fiscal capaz de 

sostener servicios, infraestructura, personal capacitado y cobertura progresiva. Cuidar también 

requiere planear estratégicamente a largo plazo, recaudar más y gastar mejor, en beneficio de 

todas las generaciones incluyendo las del futuro. 

 

Para más información  

Consulta: https://cuidados.ciep.mx/ 
Contacto de prensa: info@ciep.mx 
         : 556 236 4655 

https://cuidados.ciep.mx/
mailto:info@ciep.mx


 

 

 
Resumen Ejecutivo 

Los cuidados y las finanzas públicas. El ciclo de vida fiscal 

 

Este reporte analiza los cuidados desde una perspectiva de finanzas públicas, parte de una premisa 

central: cuidar es un derecho humano y una condición indispensable para sostener la vida, pero su 

provisión sigue recayendo de manera desproporcionada en los hogares y en las mujeres, sin el 

reconocimiento económico ni el respaldo institucional que esta labor exige. A partir del análisis del 

sistema fiscal mexicano, de las contribuciones a lo largo del ciclo de vida y de las necesidades de 

cuidado de cada grupo etario, desde la primera infancia hasta las personas adultas mayores, el 

documento identifica recursos públicos vinculados al cuidado equivalentes a 1.89% del PIB, hoy 

dispersos entre programas e instituciones. El propósito es mostrar porqué México necesita 

transitar de esfuerzos fragmentados hacia una estrategia fiscal integral, progresiva, sostenible y 

con perspectiva de género que permita construir un verdadero sistema nacional de cuidados. 
 

Cuidados y finanzas públicas 

 

Los cuidados son un derecho humano y una condición indispensable para sostener la vida, el 

bienestar, la dignidad y la autonomía de las personas a lo largo del ciclo de vida. Todas las personas 

requieren cuidados, los brindan o necesitan condiciones para el cuidado propio; sin embargo, su 

provisión continúa descansando principalmente en los hogares y, de manera desproporcionada, en 

las mujeres. Esta organización desigual limita la autonomía económica, temporal y funcional de 

quienes cuidan, además de que condiciona la calidad y disponibilidad de los cuidados que reciben 

niñas, niños, personas mayores, personas con discapacidad, personas enfermas y otros grupos con 

necesidades de cuidado. Avanzar hacia una organización social más justa requiere reconocer el 

valor económico y social del cuidado, reducir su carga, redistribuir responsabilidades entre Estado, 

mercado, comunidad y hogares, remunerar o recompensar adecuadamente este trabajo y 

garantizar la representación de quienes cuidan y reciben cuidados en la toma de decisiones. 
 

Sistema fiscal 

 

El sistema fiscal mexicano comenzó a reconocer los cuidados con la creación el Anexo Transversal 

31 Consolidación de una Sociedad de Cuidados, no obstante, ese avance aún no se ha traducido en 

un cambio estructural de la organización social de los cuidados. Prueba de ello son las cifras del 

trabajo no remunerado, donde se observa que esta actividad representa 23.9% del PIB y las 

mujeres destinan 40.9 horas semanales a estas actividades, más del doble que los hombres. Una 

parte sustantiva del bienestar social se genera y sostiene fuera del mercado y sin suficiente 

reconocimiento económico. Frente a ello, la política fiscal puede articular una respuesta pública 

mediante tres instrumentos: los ingresos, que definen quién financia el cuidado; el gasto, que 

determina las condiciones de acceso a servicios, transferencias e infraestructura; y la deuda, que 

puede anticipar recursos para inversiones de largo plazo. Para que el cuidado deje de ser una carga 

invisible y se convierta en un derecho exigible, México necesita pasar de esfuerzos dispersos a una 

estrategia fiscal integral, progresiva, sostenible y con perspectiva de género y de cuidado. 
 

 

 

 

 

 



 

 

 

Contribuciones en el ciclo de vida 

 

El análisis de las contribuciones fiscales por grupo de edad muestra que las personas se relacionan 

con el sistema fiscal de manera distinta a lo largo de la vida. Durante la infancia, la contribución 

ocurre principalmente de forma indirecta, a través del consumo que realizan los hogares para 

sostener el bienestar cotidiano de niñas y niños. En la juventud y la adultez, la inserción laboral, la 

generación de ingresos y los patrones de consumo elevan la aportación tributaria. En edades 

avanzadas, la contribución sigue siendo relevante mediante ingresos, pensiones gravables, 

rendimientos o consumo, aunque al mismo tiempo aumentan las necesidades de salud, 

acompañamiento y cuidados de largo plazo. La mayor aportación fiscal se concentra en las personas 

adultas de 30 a 59 años, etapa en la que también suelen asumir una parte importante del sostén 

económico y de cuidados dentro de los hogares. 
 

Primera infancia (0-5 años) 0.1% del PIB 

 

La primera infancia es la etapa del ciclo de vida con la mayor intensidad de cuidados debido a su 

alta dependencia. En 2026 este grupo se conforma por 12.2 millones de niñas y niños y se proyecta 

que disminuirá a 9.1 millones hacia 2050, una reducción de 24.9%. Aun así, las necesidades de 

cuidado siguen siendo elevadas: 8.7% presenta alguna discapacidad severa o limitación funcional. 

La provisión recae principalmente en los hogares y, en particular, en las mujeres, en un contexto 

donde solo 49.1% de la población accede a servicios de cuidado y 39.0% asiste a educación inicial o 

preescolar. Aunque en 2026 se identifican 38 mil 079.8 mdp, 0.1% del PIB, en programas para la 

primera infancia, los recursos se distribuyen entre salud, educación, protección social e 

infraestructura, sin consolidarse como una política integral de cuidados, y la cobertura institucional 

sigue siendo limitada. Fortalecer la oferta de educación inicial, servicios de cuidado e 

infraestructura básica resulta indispensable para garantizar el desarrollo temprano y reducir las 

cargas de cuidado no remunerado. 

  

Niñez media (6-12 años) 0.24% del PIB 

 

La niñez media representa una etapa en la que los cuidados se concentran en la educación, el 

acompañamiento al aprendizaje y la supervisión cotidiana. En 2026, este grupo está integrado por 

14.8 millones de niñas y niños y se estima que disminuirá a 11.4 millones hacia 2050, una reducción 

de 23.1%. Aunque la asistencia escolar alcanza 97.6%, persisten desafíos relacionados con la 

discapacidad, la salud mental y las condiciones materiales de los hogares. Para 2026, se identifican 

92 mil 503.41 mdp, equivalentes a 0.24% del PIB, destinados a programas de educación, protección 

social e infraestructura que contribuyen al bienestar y desarrollo infantil. Estos recursos fortalecen 

las oportunidades de aprendizaje y cuidado, aunque persisten desigualdades que limitan el acceso 

efectivo a estos servicios. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

Adolescentes (13-17 años) 0.44% del PIB 

 

La adolescencia es una etapa de transición en la que aumenta la autonomía y la construcción de 

proyectos de vida, pero las necesidades de cuidado no desaparecen, se transforman hacia el 

acompañamiento emocional, la permanencia educativa, la movilidad, la salud física y mental, y el 

acceso a espacios seguros. En 2026 este grupo asciende a 11.2 millones de personas y se proyecta 

que disminuirá a 8.7 millones en 2050, una reducción de 22.4%. Aunque el cuidado ya no se 

concentra en la supervisión cotidiana, las y los adolescentes comienzan a asumir responsabilidades 

dentro de los hogares, lo que muestra cómo las desigualdades institucionales redistribuyen las 

cargas de cuidado hacia las juventudes. En 2026 el gasto vinculado con este grupo asciende a 166 

mil 848.9 mdp equivalente a 0.44% del PIB, concentrado en educación media superior, becas, salud 

especializada, bienestar comunitario y programas para sostener la continuidad educativa y la 

autonomía. Sin embargo, estos recursos aún enfrentan el reto de articularse en una estrategia que 

garantice trayectorias educativas continuas, atención integral en salud, movilidad segura y una 

transición más equitativa hacia la vida adulta. 
 

Personas adultas jóvenes (18-29 años) 0.4% del PIB 

 

Las personas adultas jóvenes constituyen el grupo etario con la mayor carga de trabajo de cuidados 

no remunerados con 56 horas semanales en promedio. Esta carga ocurre mientras atraviesan una 

etapa crucial de inserción laboral, continuidad educativa y formación de hogares. Además, el 

encarecimiento de la vivienda, la precarización laboral y los largos tiempos de traslado han 

dificultado los procesos de independencia. En 2026 se identifican 352.2 mil mdp en programas y 

acciones que pueden contribuir al bienestar y los cuidados de las personas jóvenes, 0.9% del PIB. 

Sin embargo, la mayor parte de estos recursos opera mediante esquemas transversales, sin una 

estrategia orientada a este grupo de edad. Para reducir las cargas de cuidado, se requieren políticas 

que faciliten la transición hacia la autonomía, particularmente mediante vivienda asequible, 

sistemas de movilidad eficientes y servicios públicos de calidad.  
 

Personas adultas (30-59 años) 0.31% del PIB 

 

Las personas adultas constituyen uno de los principales grupos etarios para el sostenimiento del 

sistema de cuidados del país y dedican, en promedio, 51.2 horas semanales a atender las 

necesidades de cuidado de las generaciones más jóvenes y las más longevas. Enfermedades 

crónicas, discapacidad, desgaste físico y pobreza de tiempo son problemáticas que permanecen 

frecuentemente invisibilizadas. En este sentido, la infraestructura pública y los servicios básicos 

son fundamentales para reducir la carga de cuidados y permite disminuir los costos de tiempo y 

esfuerzo que actualmente absorben los hogares. Desde la perspectiva fiscal, las personas adultas 

son el grupo que más recursos genera para el financiamiento del Estado. Sin embargo, en 2026 el 

gasto público dirigido específicamente a apoyar sus necesidades de cuidado asciende a 116 mil 

954.7 mdp, lo que representa alrededor de 0.31% del PIB. 
 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

Personas adultas mayores (60+ años) 0.4% del PIB 

 

Las personas adultas mayores concentran la mayor demanda de cuidados intensivos y de largo 

plazo, y su número crecerá de 17.8 millones en 2026 a 35.4 millones en 2050. La demanda más 

urgente se concentra en quienes presentan dependencia funcional: 591 mil personas que no 

pueden realizar actividades básicas sin apoyo, y recae de forma desproporcionada sobre las 

mujeres, que representan 67.5% del cuidado en el hogar y 97.3% de las trabajadoras del cuidado 

formal, con ingresos 46.0% por debajo del promedio nacional. Aunque en 2026 se identifican 178 

mil 346.9 mdp, 0.41% del PIB, en programas vinculados a este grupo, la mayor parte opera vía 

transferencias y subsidios, sin constituir aún un sistema de cuidados de largo plazo. Para responder 

a una demanda creciente e irreversible, México requiere un sistema articulado, con servicios 

accesibles, territorialmente distribuidos, con enfoque de género y financiamiento público 

suficiente. 
 

Implicaciones de política pública 

 

Ajustes en ingresos 

 

Construir un sistema integral de cuidados en México exige discutir no solo cuánto cuesta cuidar, 

sino quién aporta los recursos, mediante qué instrumentos y con qué grado de progresividad. La 

sostenibilidad de los cuidados no puede descansar únicamente en reasignaciones presupuestarias 

ni en programas temporales. Requiere una arquitectura fiscal de largo plazo basada en ingresos 

permanentes, contribuciones sociales solidarias, mecanismos redistributivos, inversión y gasto 

público suficientes y coordinación entre órdenes de gobierno. 
 

Ajustes en gasto 

 

Desde la perspectiva del gasto público, el reto no es solo identificar programas existentes, sino 

construir una trayectoria de inversión capaz de ampliar la cobertura, la infraestructura, el personal 

capacitado, los servicios comunitarios, la atención domiciliaria y los sistemas de información, entre 

otros. El Anexo Transversal 31 representa un avance porque visibiliza recursos vinculados con 

cuidados, pero no equivale por sí mismo a la constitución de un sistema de cuidados a nivel nacional. 

La identificación de recursos y esfuerzos dispersos es una condición necesaria para planear, pero 

no sustituye la necesidad de destinar recursos adicionales y sostenidos. 
 

Ajustes en deuda 

 

En lo que se refiere a la deuda, esta no debe constituirse como la fuente principal para financiar los 

cuidados. Los ingresos tributarios y las contribuciones sociales deben sostener la operación 

permanente, mientras que la deuda, los bonos sociales o sostenibles y otros instrumentos 

financieros con perspectiva pueden utilizarse de forma estratégica para financiar infraestructura 

social e inversiones iniciales. El desafío central es construir un sistema fiscal que cuide, capaz de 

responder al envejecimiento, reducir desigualdades de género, fortalecer la autonomía de las 

personas y sostener la capacidad financiera del Estado en el largo plazo en beneficio de las 

generaciones presentes y también futuras.  
 

 

 



 

 

 

Construir un sistema integral de cuidados en México requiere una estrategia de 

financiamiento sostenible basada principalmente en ingresos tributarios, contribuciones 

sociales y redistribución del gasto público.  

 

Este reporte identificó recursos relacionados con los cuidados equivalentes a 1.89% del PIB, 

dispersos entre programas e instituciones y aún no conforman un sistema nacional de cuidados 

articulado. El reto es consolidar y ampliar estos recursos para garantizar cobertura, infraestructura 

y servicios suficientes. La deuda no debe financiar la operación permanente del sistema, pero 

puede utilizarse de manera estratégica para inversiones iniciales e infraestructura, contribuyendo 

a construir un sistema capaz de responder al envejecimiento poblacional, reducir desigualdades de 

género y fortalecer la autonomía de las personas. 
 

SOBRE EL CIEP 
 
Somos un centro de investigación de la sociedad civil sin fines de lucro y apartidista, que desde 

el 2010 contribuye a la comprensión de la economía y finanzas públicas en México, mediante 
herramientas y análisis accesibles y técnicamente sólidos, para mejorar las políticas públicas, lograr 
una sociedad más informada y participativa, y construir un sistema fiscal sostenible e incluyente en 
beneficio de las generaciones presentes y futuras.  
 

Tenemos la convicción de que necesitamos políticas públicas con información basada en evidencia, 

para que la ciudadanía cuente con los argumentos necesarios y genere cambios en la realidad 
nacional, con ello, hace valer su derecho a impulsar un mejor manejo de los recursos para mejorar 
la vida de todas las personas. 
 

Nuestro campo de investigación se circunscribe a las siguientes áreas:  
 

1. Ingresos e impuestos  

2. Gasto público  
3. Finanzas públicas locales  
4. Deuda pública y cuentas generacionales 
5. Educación y finanzas públicas  
6. Salud y finanzas públicas  
7. Economía plateada y finanzas públicas  
8. Transición energética y finanzas públicas 
9. Economía de los cuidados  
10. Estudios para el Desarrollo 
 
 

- Para mayor información consulta: https://ciep.mx/   
 

https://ciep.mx/

